[image: image1.jpg]Comisién
Interamericana de
Derechos Humanos




5

INFORME No. 77 /13
DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICION 12.106

ARGENTINA

16 de julio de 2013

PRESUNTAS VÍCTIMAS:
Enrique Hermann Pfister Frías y Lucrecia Oliver de Pfister Frías 

PETICIONARIA: 
Julio César Strassera, Nicolás Corradini y Santiago Felgueras
 
VIOLACIONES ALEGADAS:
Artículos 1.1, 7, 8, 22, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:

29 de abril de 1998

I.
POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS

1.  
Los peticionarios señalaron que Enrique H. Pfister Frías se desempeñó desde el 25 de mayo de 1973 hasta febrero de 1974 como Ministro de Gobierno, Justicia e Instrucción Pública de la Provincia de Salta. Afirmaron que el 12 de marzo de 1975, habría explotado un carro bomba en la casa de la familia Pfister que habría destruido su casa. Sostuvieron que como consecuencia de este hecho, la familia Pfister se trasladó provisoriamente primero a la ciudad de Buenos Aires y después a Acassuso, Provincia de Buenos Aires, donde permanecieron hasta el 10 de octubre de 1976.

2.  
La petición indica que después del golpe militar de 24 de marzo de 1976, las presuntas víctimas se enteraron a través de diferentes personas de “la inminente amenaza a su libertad personal e integridad física”, por lo que gestionaron y tramitaron el asilo político ante la Embajada de la República de Venezuela. De acuerdo con los peticionarios, el 10 de octubre de 1976 la familia Pfister ingresó a la sede de la Embajada y se encontraban “privados de la libertad en su propio país, ya que se encontraban sujetos a la acción discrecional del Gobierno y sus órganos de seguridad, oficiales y paraoficiales”. Sostuvieron que por razones de espacio físico en la sede diplomática sólo permaneció Enrique H. Pfister Frías. También alegaron que el señor Pfister Frías permaneció como “asilado político en sede diplomática por casi ocho meses, privado de su libertad”. Adicionalmente, presentaron información, según la cual, la familia Pfister salió en abril de 1977 hacia Venezuela y regresó el 22 de diciembre de 1983 a Argentina. 

3.  
En relación con el agotamiento de los recursos internos, los peticionarios señalaron que como consecuencia del acuerdo de solución amistosa contenido en el informe No. 1/93 de la Comisión, el Estado había adoptado una política de reparaciones para las personas víctimas de la dictadura militar que se encuentra prevista en la ley 24.043. En este sentido, alegaron que las presuntas víctimas solicitaron ante el Ministerio del Interior los beneficios previstos en esta ley.  Indicaron que el 23 de octubre de 1996, el Ministro del Interior dictó la resolución N˚ 2.770, mediante la cual rechazó el beneficio por “falta de encuadramiento” de los hechos en la ley 24.043.

4.   
Asimismo, indicaron que interpusieron un recurso directo previsto en la ley ante la Cámara Contencioso Administrativo contra la resolución N˚ 2.770 el cual fue rechazado mediante providencia del 9 de octubre de 1997. Resaltaron que con la interposición de este recurso se habrían agotado los recursos de la jurisdicción interna. También argumentaron que con la ley 24.043 se habría decidido reparar la situación de las personas que sufrieron violaciones similares a los derechos humanos, y que no habían tenido una vía adecuada para realizar su reclamo. 

5.  
Asimismo, explicaron las razones por las que no intentaron el juicio ordinario al indicar que la jurisprudencia de los tribunales domésticos habría establecido que si la legislación prevé un recurso directo ante la Cámara de Apelaciones, la utilización de la vía ordinaria se encuentra vedada a las partes. Argumentaron que dicha acción no habría permitido una discusión más amplia en sede judicial, y que no existiría ningún caso exitoso similar al que se encuentra en debate ante la Comisión. Acerca del juicio de daños y perjuicios argumentaron que esta acción se encontraría prescrita. Indicaron que la posición de los Tribunales no habría sido contar el plazo de prescripción a partir del restablecimiento del orden democrático en 1983. 

6.  
En relación con la presunta violación de la obligación de reparar los daños ocasionados por la supuesta violación de los derechos a la integridad personal y de circulación y residencia, los peticionarios alegaron que si no se hubiesen refugiado en una embajada extranjera “probablemente hubiesen sido asesinados o desaparecidos”. Afirmaron que esa amenaza, junto con el hostigamiento que recibieron los obligó a instalarse en otro país, sin documentos ni posibilidad de regresar, lo cual generó “importantes daños y la constante y prolongada violación de [estos] derechos”. 

7.  
Acerca de la presunta violación del artículo 8(1) de la Convención Americana, los peticionarios alegaron que en los procedimientos internos ofrecieron diferentes pruebas y  el testimonio de personas que habrían permitido establecer que si la familia Pfister Frías hubiese permanecido en territorio argentino, habría sido detenida, así como las circunstancias que los habrían llevado al exilio. De acuerdo con lo señalado por los peticionarios, estas pruebas no fueron ordenadas en el proceso administrativo ni en el judicial. 

8.  
Sobre la presunta violación del derecho a la igualdad, los peticionarios señalaron que en casos similares al suyo la indemnización prevista en la ley 24.043 fue otorgada. En este sentido, alegaron que el Estado argentino ha indemnizado a personas que permanecieron algunas horas detenidas o que nunca lo estuvieron.

9.  
Con fundamento en lo anterior, los peticionarios solicitaron a la Comisión que declare la violación de los derechos a la libertad personal, las garantías judiciales, de circulación y residencia y las garantías judiciales contenidos en los artículos 7, 8, 22, 24 y 25 y que recomiende al Estado argentino otorgar una justa indemnización.

10.  
Mediante comunicación de 27 de septiembre de 2012, el abogado Juan Ignacio Gómez Naar comunicó a la CIDH el desistimiento de Lucrecia Oliver de Pfister Frías al Caso No 12.106.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

11.  
En los escritos presentados ante la CIDH el Estado opuso tres defensas: (i) presentación de la petición por fuera de los límites del plazo razonable; (ii) falta de agotamiento de los recursos internos; y (iii) los hechos alegados no caracterizan violaciones de los derechos tutelados en la Convención Americana.

12.  
En relación con la presentación de la petición por fuera del plazo razonable, el Estado argumentó que si bien durante el tiempo que duraron las presuntas violaciones no se encontraban las condiciones para presentar los reclamos, esta situación cesó a partir del 10 de diciembre de 1983. Afirmó que transcurrieron más de 15 años de vida democrática en Argentina hasta que los peticionarios presentaron su caso ante la Comisión, lo cual excede el plazo razonable previsto en el Reglamento de la CIDH. 

13.  
Acerca del no agotamiento de los recursos internos, el Estado alegó que la ley 24.043 no prevé la situación presentada por los peticionarios, por lo que estarían atacando su contenido y para ello, debieron tramitar un proceso de conocimiento ordinario, en el que se analizara la constitucionalidad de esta norma. Agregó que los recursos de la jurisdicción interna se encuentran disponibles y son eficaces para impugnar la norma. También señaló que la vía utilizada por los peticionarios para acceder a su pretensión ha sido equivocada, porque los órganos estatales a los que se acudió no podían atacar el criterio de selección realizado por el legislador para establecer los beneficiarios de la ley. 

14.  
El Estado afirmó que la ley 24.043 se aplica cuando haya existido un acto formal disponiendo la detención de una persona o cuando ésta haya sido detenida independientemente de que existiera un acto formal que la ordenara. Agregó que también se ha reconocido el beneficio previsto en la ley a las personas a quienes se dictó acto de detención, aunque no hubiesen sido detenidas. Indicó que las personas puestas a disposición del Poder Ejecutivo que hicieron uso de la opción de salida del país, también acreditaban alguna de las dos situaciones mencionadas. Señaló que a diferencia de estos casos, los peticionarios no habrían acreditado ni privación efectiva de la libertad, ni la existencia de un acto formal de detención. 

15.  
También alegó que los peticionarios no habían agotado el juicio de daños y perjuicios. En este sentido, afirmó que según la petición el fin del hecho lesivo se produjo al comienzo de la democracia en Argentina. En consecuencia, según el Estado, el plazo de prescripción de dos años corrió durante la vigencia del régimen democrático sin que los peticionarios acudieran a los tribunales, tal como lo habrían hecho con éxito otras personas en aquella época. 

16.  
Además, el Estado argumentó que la denuncia presentada por los peticionarios no caracteriza una violación de la Convención en los términos del artículo 47(b) de dicho tratado. Agregó que de acuerdo con la “fórmula de la cuarta instancia” la Comisión no puede revisar las sentencias dictadas por tribunales nacionales que actúen en la esfera de su competencia y aplicando las debidas garantías, a menos de que se haya cometido una violación de la Convención, lo cual no sucede en este caso.

17.  
En cuanto a la exigencia de que los hechos caractericen una violación de la Convención Americana, el Estado también afirmó que no se violó el artículo 8(1) de dicho tratado, porque el reconocimiento de las presuntas víctimas como beneficiarios de la ley 24.043 no dependía del análisis de las pruebas ofrecidas, sino del ámbito de aplicación de la ley. Agregó que en la sentencia de la Cámara de lo Contencioso Administrativo, se habrían  probado los hechos alegados por los peticionarios y que no fue la falta de prueba de los hechos, sino la calificación legal de los mismos lo que motivó el rechazo. 

18.  
Adicionalmente, sostuvo que la solución diversa de controversias sobre una misma cuestión es habitual en cualquier sistema judicial. El Estado también alegó que si bien pueden presentarse elementos para sostener una u otra postura, lo resuelto en estas decisiones queda dentro del margen de apreciación de los tribunales locales y resulta por lo tanto ajeno a la competencia de la Comisión. Consideró que  la ley indica claramente que el recurso previsto en caso de denegatoria total o parcial no contempla la producción de prueba alguna. En ese sentido afirmó que la decisión de la Cámara de Apelaciones no había sido arbitraria.

19.  
En relación con la presunta violación del derecho a la igualdad, el Estado alegó que se le debe conceder un “ámbito de discrecionalidad” para establecer el alcance de sus políticas de reparación. Afirmó que no corresponde analizar la regla de igualdad sino a partir del reconocimiento de que lo establecido por la ley 24.043 es un beneficio excepcional que no es de carácter reparador y que el alcance de esta política se encuentra regido por el principio de equidad y no por una igualdad “estricta y lineal”. 

III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

20.  
El 16 de marzo de 2010, la Comisión decidió declarar admisible la petición y continuar con el análisis de fondo relativo a las presuntas violaciones a los artículos 8 (garantías judiciales) y 25 (protección judicial), con relación al 1.1 (obligación de garantizar los derechos) y 2 (deber de adoptar medidas de derecho interno) de la Convención Americana; y de los artículos I y VIII de la Declaración Americana sobre los Derechos y Deberes del Hombre. 

21.  
Mediante comunicación de 8 de julio de 2010, los peticionarios informaron que se habían puesto en contacto con los representantes del Estado argentino a fin de buscar una solución amistosa, por lo cual solicitaron se deje sin efecto el plazo otorgado para efectuar las alegaciones correspondientes al fondo del asunto. Asimismo, en dicha comunicación informaron que la presunta víctima, el señor Enrique Hermann Pfsiter Fías, había fallecido el 19 de agosto de 2005. El 27 de mayo de 2011, el Estado informó que se había abierto una instancia de diálogo con los peticionarios para explorar la posibilidad de una solución amistosa.

22.  
Mediante comunicación de 27 de septiembre de 2012, el abogado Juan Ignacio Gómez Naar comunicó a la CIDH el desistimiento de Lucrecia Oliver de Pfister Frías al Caso No 12.106. Indicó que el fundamento del mismo radicaba en que el Estado Nacional Argentino había otorgado a la presunta víctima el beneficio previsto en la Ley 24.043, lo que constituía el objeto principal de su petición ante la CIDH.
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

23.  
El artículo 41 del Reglamento de la CIDH regula el desistimiento indicando que “el peticionario podrá desistir en cualquier momento de su petición o caso, a cuyo efecto deberá manifestarlo por escrito a la Comisión. La manifestación del peticionario será analizada por la Comisión, que podrá archivar la petición o caso si lo estima procedente, o podrá proseguir el trámite en interés de proteger un derecho determinado”. 

24.   
En el presente caso, y en atención a dicho marco normativo, la CIDH observa que la presunta víctima, mediante su representación letrada, presentó un escrito solicitando el desistimiento del trámite del caso ante la CIDH. En estas circunstancias, la CIDH decide archivar el caso No 12.106 de conformidad con los artículos 48.1.b de la Convención Americana, 41 y 42.1 de su Reglamento.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 16 días del mes de julio de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Rosa María Ortiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Mediante comunicación de fecha 27 de septiembre de3 2012, se adjuntó un poder general para representación en juicios expedido por Lucrecia Oliver de Pfister Frías a favor del abogado Juan Ignacio Gómez Naar.






[image: image1.jpg]